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INTRODUCCIÓN. 

En respuesta a las obligaciones del Estado Mexicano, por la salvaguarda de los 

derechos humanos y libertades fundamentales de la mujer fue creada la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, cuyo capítulo sexto contempla las 

órdenes de protección, que tiene como finalidad la protección de las mujeres que son 

víctimas de violencia; de ahí que el Estado de Campeche, con el fin de armonizar con la 

legislación federal, el 4 de julio de 2007 publicó en el Periódico Oficial del Estado, la Ley 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Campeche. 

Sin embargo, para fortalecer dichas normas jurídicas y la oportuna actuación por 

parte de las instituciones públicas, surgió la necesidad de elaborar el presente 

documento, denominado ñPROTOCOLO DE ACTUACIÓN PARA LA 

IMPLEMENTACIÓN DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN DEL ESTADO DE 

CAMPECHEò, cuyo prop·sito es establecer los requisitos y lineamientos a seguir desde 

la solicitud de las órdenes de protección hasta su cumplimiento y seguimiento, para 

erradicar la violencia contra las niñas, niños, adolescentes y mujeres, estereotipos de 

género y discriminación en la entidad federativa. 

El presente documento ofrece criterios y procedimientos apegados a las 

legislaciones de la materia y va dirigido al Poder Judicial del Estado de Campeche 

(PJE) y Fiscalía General del Estado (FGE), con el fin de brindar mejor atención a las 

mujeres que sufren cualquier tipo de violencia de género; para ello fue indispensable 

dividir el presente documento en once capítulos, partiendo desde los conocimientos 

generales que motivaron la creación del Protocolo hasta la bibliografía que lo 

fundamentó; todo con el firme propósito de mejorar el análisis y aplicación de las 

·rdenes de protecci·n en el Estado de Campeche a trav®s del presente ñPROTOCOLO 
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DE ACTUACIÓN PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 

DEL ESTADO DE CAMPECHEò. 

SIGLAS Y ACRÓNIMOS. 

PROTOCOLO. Protocolo de Actuación para el Otorgamiento de las Órdenes de 

Protección del Estado de Campeche. 

CEDAW Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer. 

LGAMVLV. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

LAMVLVEC. Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de violencia del Estado de 

Campeche. 

LGV. Ley General de Víctimas. 

LGDNNA. Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

LDNNAEC. Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Campeche. 

CNPP. Código Nacional de Procedimientos Penales. 

BANAVIM. Banco Nacional de Datos e información sobre casos de Violencia contra las 

Mujeres. 

PJE. Poder Judicial del Estado. 

FGE. Fiscalía General de Estado. 

CJM. Centro de Justicia para las Mujeres. 
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FORMATO. Formato Estandarizado para la Solicitud de Órdenes de Protección. 
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JUSTIFICACIÓN.  

La violencia es un fenómeno social que afecta a todos los sectores de la 

comunidad, pero la violencia de género es la que impera en la población, por ser la que 

trasciende en la integridad, dignidad y libertad de las mujeres y niñas, 

independientemente del ámbito en que se desenvuelvan, ya que es sabido, 

históricamente los hombres han generado poder patriarcal en las mujeres y niñas, lo 

que ha impedido su pleno desarrollo, autonomía y seguridad, máxime que dicho poder 

ha sido extendido a los hijos e hijas de ella o de ambos.  

Circunstancia que actualmente es vista como violencia de género, ya que, está 

directamente asociada en la supremacía de un sexo y la supeditación de otro, relación 

asimétrica que ha marcado incluso la estructura social y cultural de la población, en la 

cual se puede ver la discriminación hacia la mujer en los ámbitos de la vida pública y 

privada.  

Dicha discriminación, dispone una desigualdad en el disfrute de los derechos 

humanos de la mujer, y aunque hoy en día existen normas y/o doctrinas que defienden 

la igualdad de género y ponderan los derechos de ésta, sigue existiendo miedo y 

vergüenza de la mujer por el riesgo de ser expuesta y rechazada ante la comunidad; 

por tal razón la violencia de género prioriza el principio de interés superior de la víctima, 

que en todo caso siempre es una mujer y sus hijos o hijas, independientemente de las 

circunstancias particulares de ésta (económicas, laborales, sociales, educativas, 

etcétera).  

Violencia que ha trascendido y roto fronteras, por eso en el plano internacional se 

crearon y adoptaron normas internacionales en defensa de los derechos humanos de la 

mujer, así como también organismos públicos que velen por la salvaguarda de las 

mujeres que son víctimas de cualquier tipo de discriminación.  
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En el caso del Estado Mexicano, se ha adherido diversos instrumentos 

internacionales comprometidos con la igualdad entre mujeres y hombres, así como la 

erradicación sobre la violencia de género, dentro de los cuales se encuentran la 

Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

la Mujer 

Es importante mencionar que existen criterios jurisprudenciales de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y sus sentencias, así como las mejores prácticas 

nacionales y jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que resultan 

aplicables a la investigación, atención, erradicación y sanción de la violencia contra 

mujeres y niñas, así como estándares de protección. 

Ante la obligación de promover, proteger, sancionar y erradicar la violencia 

contra mujeres y niñas, el 1 de febrero de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación la LGAMVLV, que en su artículo 27 establece que las órdenes de 

protección deberán otorgarse por la autoridad competente cuando conozca hechos 

probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia contra las 

mujeres.  

Promoción de igualdad entre hombres y mujeres, que en junio de 2011 se 

consagró en la Carta Magna al elevarse a rango constitucional los derechos humanos 

contemplados en los tratados internacionales de los que forma parte México, y así 

obligar a todos los niveles y órdenes de gobierno a garantizar una vida libre de violencia 

En alusión a lo anterior, el gobierno del Estado de Campeche, el 4 de julio de 

2007, publicó en su Periódico Oficial la LAMVLVEC, ello con la finalidad de brindar 
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mayor protección a los derechos de las mujeres y niñas que son víctimas de las 

diversas formas y modalidades de violencia. 

Es así como el 8 de marzo de 2011, el Titular de la Procuraduría General de 

Justicia del Estado1, emitió la circular C/001/2011, otorgando facultades al Ministerio 

Público para emitir órdenes de protección emergentes y preventivas, encaminados a 

dar cumplimiento a las normas internacionales y nacionales a favor de las mujeres que 

sufren violencia.  

Sin embargo pese a la existencia de dichos ordenamientos jurídicos, en el año 

2012, el Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer, recomendó a México que en el plano estatal tenía el deber de acelerar la 

aplicación de las órdenes de protección, garantizar que sus autoridades sean 

conscientes de la importancia de emitirlas para las mujeres que se enfrentan a riesgos y 

adoptar las medidas necesarias para mantener la duración de las órdenes de 

protección hasta que la víctima de la violencia deje de estar expuesta a riesgo, de 

conformidad con la temporalidad establecida en la LGAMVLV. 

En este sentido la Comisión Nacional de Derechos Humanos, encargada del 

seguimiento, evaluación y monitoreo de la política nacional en materia de igualdad entre 

mujeres y hombres, en su cuarta visitaduría general2 dio a conocer las estadísticas de 

solicitudes de órdenes de protección proporcionadas por las Procuradurías y Fiscalías 

de las entidades federativas, en el primer semestre de 2014, dentro del cual destaca 

que Campeche concedió 375, las que emanaron de una denuncia y en su mayoría por 

violencia familiar.  

 

                                                            
1 Actualmente Fiscalía General del Estado.   
2
 Cuarta Visitaduría General, Programa de Asuntos de la Mujer y de la Igualdad entre Mujeres y Hombres. Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, Emisión de Órdenes de Protección, páginas 1-40.   
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Cabe destacar que la violencia de género no sólo ha representado un 

menoscabo para el libre y sano desarrollo de la mujer, sino que también, como los 

actos de violencia en la mayoría de los casos acontecen dentro del seno familiar, ha 

causado de igual manera un detrimento al respeto y protección de los derechos de las 

niñas, niños y adolescentes que tienen relación directa con la persona agresora, lo que 

motivó que el 2 de junio de 2015, se publicara en el Periódico Oficial del Estado la 

LDNNAEC.  

De ahí, la importancia que todas las instituciones públicas que brindan atención a 

niñas, niños, adolescentes y mujeres que sufren violencia, deberán coordinarse 

mediante mecanismos de control que verifiquen el debido acceso de justicia a las niñas, 

niños, adolescentes y mujeres que sufren cualquier tipo de violencia. 

Esto es porque de acuerdo con el estudio realizado por el Maestro en Estudio 

para la Paz y el Desarrollo, Juan Iv§n Mart²nez Ortega, denominado ñViolencia contra 

las Mujeres en el Estado de Campecheò3, concluyó que las instituciones deberían 

contar con mecanismos que faciliten a la mujer el debido acceso a la justicia, pues falta 

coordinación en las instituciones y eficacia en la atención, ya que la entidad no escapa 

de la dominación masculina. 

Es claro que la violencia de género, representa un severo obstáculo para el 

desarrollo pleno de las mujeres y por consiguiente a sus hijos e hijas, así lo ha señalado 

y reconocido la comunidad internacional, y Campeche no es la excepción, incorporando 

en sus políticas públicas acciones que garanticen la seguridad y protección frente a 

esta problemática, de las mujeres, niñas, niños y adolescentes, donde las órdenes de 

protección representan un freno y una acción preventiva del Estado, contra la violencia 

de este tipo.  

 

                                                            
3
 Revista LiminaR Estudios Sociales y humanos, vol. XIV, número 2, julio-diciembre de 2016, México, pp. 28-44. ISSN: 1665-8027.   
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Del mismo modo, retomamos lo dicho en el Informe del Grupo de Trabajo 

Conformado para Atender la Solicitud de Alerta de Violencia de Género contra las 

Mujeres para el Estado de Campeche, que insta que, en la atención y prosecución de 

delitos o violaciones a derechos humanos en contra de las mujeres y niñas, es 

elemental la implementación y seguimiento de las órdenes de protección. Así como 

determinar el diseño de mecanismos, alcances, efectividad, dinámica y proceso de 

puesta en acción de las mismas. 

Por consiguiente, resulta de vital importancia la creación del Protocolo, en el que 

se establecen los lineamientos y procedimientos adecuados para una acción integral y 

coordinadora entre las instituciones que tienen la facultad de emitir órdenes de 

protección a favor de niñas, niños, adolescentes y mujeres que son víctimas de 

violencia, así como también establecer principios de actuación a los que deberán 

apegarse las y los funcionarios que en ellos intervengan. 
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MARCO JURÍDICO 

Con la finalidad de fundamentar el Protocolo, es necesario tomar como base 

legal diversos instrumentos jurídicos que protegen los derechos humanos de las niñas, 

niños, adolescentes y mujeres que son víctimas de cualquier tipo de violencia, 

clasificándolos en el siguiente orden: 

 

Internacional  

A. Declaración Universal de los Derechos Humanos  

El 10 de diciembre de 1948, fue aprobada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas, el documento denominado ñDeclaraci·n Universal de los Derechos 

Humanosò; siendo M®xico parte de los Estados miembros que aprobaron y firmaron 

dicha declaratoria. 

Declaratoria que, al contener normas, principios y garantías de las personas 

frente a los poderes públicos, se convirtió en uno de los pilares de protección de 

derechos humanos pues reconoce el derecho de toda persona a un nivel de vida 

adecuado que le asegure, a ella y a su familia, la salud y el bienestar, en especial, la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 

necesarios. 

Dicho instrumento, en su artículo 3, establece que todo individuo tiene derecho a 

la vida, la libertad y la seguridad.  

En su artículo 7 establece que todos son iguales ante la ley, sin distinción y con 

la protección en contra de toda clase de discriminación.  
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En el artículo 28 dispone que toda persona tiene derecho a un orden social e 

internacional en el que sus derechos y libertades se hagan plenamente efectivos. 

 

B. Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer  

La CEDAW fue ratificada por México el 23 de marzo del 1981, y publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981; en dicho instrumento se protege 

a la Mujer, quien ha sido objeto de violencia y maltrato a lo largo de la historia de la 

humanidad.  

Igualmente sostiene que resulta indispensable para los Estados que son parte, 

erradicar todo tipo de discriminación hacia el sector vulnerable de la sociedad, en el 

caso, las mujeres y niñas que sufren cualquier tipo de violencia de género, en sus 

artículos 1, 2, 3, 4, 15 y 24.  

 

C. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (Convención Belém Do Pará)  

Dicho Ordenamiento establece en su preámbulo que la violencia contra la mujer 

es una ofensa a la dignidad humana y constituye una violación de derechos humanos y 

las libertades fundamentales, asimismo obliga a los Estados que forman parte, a 

adoptar medidas de protección y garantía del derecho a una vida libre de violencia, a 

través de las cuales se garanticen la seguridad de las víctimas, una debida 

investigación de los hechos constitutivos de violencia y la reparación del daño. Artículos 

1,2, 3, 4, 7 y 8. 
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D. Convenci·n Americana sobre Derechos Humanos ñPacto de San Jos® 

de Costa Ricaò  

Firmado por México el 22 de noviembre de 1969, en el que se reconocen los 

Derechos Fundamentales de los seres humanos, como la libertad, la dignidad, 

protección a la familia, la protección a los menores de edad, y en el caso específico, los 

Estados miembros deberán implementar medidas de protección en favor de los 

gobernados. Artículos 4, 5, 24 y 25. 

 

E. Convención Sobre los Derechos del Niño  

La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva 

York, Estados Unidos de América, el día 20 del mes de noviembre del año de 1989, 

debidamente firmada por México el 26 de enero del año de 1990, ratificada el 21 de 

septiembre del mismo año, en cuyo contenido reconoce la dignidad intrínseca y de los 

derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.  

Particularmente de las niñas y niños, quienes deben recibir la protección y 

asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de 

la comunidad, ello con el fin de promover el progreso social y elevar el nivel de vida 

dentro de un concepto más amplio de la libertad. Artículos 2, 3, 9, 19, 20. 

 

F. Declaración y Plataforma de Acción de Beijing-1995  

En la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer conocida como Declaración y 

Plataforma de Acción de Beijing-1995, la violencia contra las mujeres se consideró 

como una de las esferas de especial preocupación y quedó plasmada en el objetivo 
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estrat®gico D. ñLa violencia contra la mujerò, se¶alando que la misma impide el logro de 

los objetivos de igualdad, desarrollo y paz, y viola y menoscaba o impide a las mujeres 

el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales, reconociendo la 

obligación del Estado de proteger y promover esos derechos y todas las otras libertades 

de las mujeres. Anexo I, numerales 4, 8, 9, 13, 14, 15 y 28. 

 

G. Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 

Condición de Vulnerabilidad  

Las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición 

de Vulnerabilidad, tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a 

la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, 

englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a 

dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial. Capítulo I: 

Preliminar. Sección 1ª. Finalidad, 2da. Números 5, Victimización y 8, Género. 

 

H. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas 

Los Estados Parte de la Declaración deberán adoptar medidas, conjuntamente 

con los pueblos indígenas, para asegurar que las mujeres, niños y niñas indígenas 

gocen de protección y garantías plenas contra todas las formas de violencia y 

discriminación. 
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I. Declaración sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

Los estados reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en virtud 

de ella y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual 

medida sin discriminación alguna.  

Se deberán tomar todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la 

protección de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo. 

 

J. Declaración sobre los Principios fundamentales de justicia para las 

Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder 

Un principio elemental de las víctimas es el acceso a la justicia y a recibir un trato 

justo, para ello se deberá presentar asistencia apropiada a las víctimas durante todo el 

proceso judicial y adoptar medidas para minimizar las molestias causadas a las 

víctimas, proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como 

la de sus familiares y la de los testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y 

represalia.  

 

K. Declaración de Nairobi sobre el Derecho de las Mujeres y Niñas a 

Interponer Recursos y Obtener Reparaciones 

La seguridad de las mujeres y niñas víctimas es parte de la reparación del daño, 

por lo tanto, se deberá tomar en cuenta su necesidad de privacidad y respetar su 

dignidad, protección y seguridad.  
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M. Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente 

Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional. 

La finalidad del protocolo es prevenir y combatir la trata de personas, prestando 

especial atención a las mujeres y los niños y proteger y ayudar a las víctimas de dicha 

trata, respetando plenamente sus derechos humanos. 

Se tiene el deber de proteger la privacidad e identidad de las víctimas de trata de 

personas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales, así mismo, los 

estados parte se esforzarán por prever la seguridad física de las víctimas de trata de 

personas.  

 

Nacional  

A. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

En su artículo 1º, garantiza a toda persona el goce y disfrute de sus derechos 

humanos reconocidos en la Constitución, favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protección más amplia. Obliga a la Autoridad a promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de las personas, así como prevenir, investigar, 

sancionar y reparar las violaciones de derechos humanos.  

En este sentido en su artículo 133 eleva los instrumentos internacionales a Ley 

Suprema al formar parte del Orden Jurídico Mexicano, desapareciendo cualquier 

jerarquía entre estos, actuando siempre en la protección más amplia conforme al 

Principio Pro-Persona. 
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Por su parte el artículo 20, inciso c, fracción VI, señala que las víctimas tienen 

derecho a solicitar medidas y providencias necesarias para su protección y restitución 

de sus Derechos. 

B. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia  

La LGAMVLV publicada el 1 de febrero de 2007, en la que se pretende que el 

Estado actúe en coordinación con la federación, las entidades federativas y sus 

municipios, para garantizar la seguridad e integridad de las mujeres víctimas de 

violencia mediante el otorgamiento de órdenes de protección y la intervención oportuna 

de las autoridades competentes.  

Las órdenes de protección se encuentran en la LGAMVLV desde el artículo 27 al 

32, las cuales son definidas como actos de protección y de urgente aplicación en 

función del interés superior de la víctima. 

C. Reglamento de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia  

El reglamento de la LGAMVLV, en el Cap²tulo II, del T²tulo III, ñDe la aplicaci·n 

de las ·rdenes de protecci·nò establece el procedimiento y mecanismos para el 

otorgamiento de las órdenes de protección en materia de violencia contra las mujeres. 

D. Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes  

La LGDNNA fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre 

de 2014, la cual consagra los derechos de las niñas, niños y adolescentes en territorio 

nacional; como el derecho a la familia, igualdad, a una vida libre de violencia y no 

discriminación; quienes podrán ser asistidos a través de las procuradurías de protección 

de niñas, niños y adolescentes de cada entidad federativa.  
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Misma ley que además de priorizar los derechos y libertades de los menores de 

edad, de acuerdo con el principio del interés superior de la niñez, también trae a la luz 

jurídica las medidas urgentes de protección especiales que deben implementar los 

Estados en el ámbito de sus jurisdicciones. Artículos 18, 26, 39,46, 47,49, 82 y 83. 

 

E. Ley General de Víctimas  

Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2013, creada con 

el objetivo reconocer y garantizar los derechos de las personas que son víctimas de 

delitos y violaciones a derechos humanos, así como establecer obligaciones a las 

autoridades, de acuerdo con sus competencias, entre ellas, velar por la protección de 

dichas personas. Artículos 4, 5, 7, 8,11, 12 y 40. 

 

F. Código Nacional de Procedimientos Penales  

El Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral, se rige bajo dicho Ordenamiento 

Jurídico, mismo que en su artículo 137 contempla las medidas de protección que 

podrán dictarse a favor de la o las víctimas durante la investigación de una posible 

comisión de hechos considerados como delitos. Artículos 109 fracción XIX (derecho de 

las víctimas); 131 fracción XII y XXI (obligación de dictarlas por parte de los agentes de 

ministerio público) del mismo ordenamiento. 

 

G. Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas 

Se deben dictar todas aquellas acciones tendientes a la protección, preservación, 

promoción y desarrollo bajo un contexto de respeto y reconocimiento de las diversas 
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lenguas indígenas nacionales, contando con la participación de los pueblos y las 

comunidades, así como, diseñar accesiblemente la información y en la lengua hablada 

o de ser el caso, implementar la información a través de un intérprete.   

 

H. Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

Las personas con discapacidad tendrán derecho a recibir un trato digno y 

apropiado en los procedimientos administrativos y judiciales en que sean parte, así 

como asesoría y representación en dichos procedimientos, las instituciones deberán 

contar con peritos especializados en las diversas discapacidades, y contar con apoyo 

de intérpretes de Lengua de Señas Mexicana, así como a la emisión de documentos en 

Sistema de escritura Braille. 

 

I. Ley Federal para la Protección a Personas que intervienen en el 

Procedimiento Penal 

En esta ley se entiende como medida de protección a las acciones realizadas por 

el Centro tendientes a eliminar o reducir los riesgos que pueda sufrir una persona 

derivado de la acción de represalia eventual con motivo de su colaboración, o 

participación en un Procedimiento Penal, así como de personas o familiares cercanas a 

este. 

 

J. Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 

de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de 

estos Delitos 
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Las autoridades deberán adoptar medidas tendientes a proteger y asistir 

debidamente a víctimas, ofendidos y testigos, así mismo, deben establecer 

mecanismos adecuados para identificar a las víctimas y posibles víctimas, crear 

programas de protección, ofrecimiento de albergues, resguardo de identidad o 

modificación de identidad, retorno a su lugar de origen. 

 

Estatal.  

 

A. Constitución Política del Estado de Campeche  

En su artículo 1º establece que el Estado de Campeche es parte integrante de la 

Federación constituida por los Estados Unidos Mexicanos.  

En su artículo 6, reconoce que las y los campechanos gozarán de las garantías 

establecidas en la Carta Magna, así como de los convenios internacionales que el 

Estado Mexicano suscribe.  

 

B. Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado 

de Campeche  

La LAMVLVEC fue publicada en la Segunda Sección del Periódico Oficial del 

Estado de Campeche, el mi®rcoles 4 de julio de 2007, en cuyo T²tulo Quinto, ñDe las 

medidas de protecci·nò, cap²tulo ¼nico ñDe las ·rdenes de protecci·nò, establece en el 

artículo 32, las órdenes de protección, mismas que deberán ser emitidas por la 
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autoridad competente inmediatamente que conozca hechos que impliquen violencia 

contra las mujeres, en términos de la legislación penal del Estado. 

 

C. Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Campeche  

Publicada en el Periódico Oficial del Estado el martes 2 de junio de 2015, en el 

que se reconocen a las niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos y obliga 

a las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, a realizar acciones y tomar medidas urgentes de protección para 

garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes. Artículos 1, 26 y 117 

fracción VI.  

 

D. Ley que Establece el Sistema de Justicia para las Víctimas del Estado 

de Campeche  

Norma Estatal publicada mediante decreto número 169, publicado en el 

Periódico Oficial del Estado el 2 de octubre de 2014, y tiene por objeto reconocer y 

garantizar el goce y ejercicio de los derechos, acciones y medidas de ayuda, asistencia, 

atención y reparación integral de las víctimas de las conductas tipificadas como delitos 

por el Código Penal del Estado de Campeche y de violaciones a derechos humanos. 

Asimismo, obliga a las autoridades, en el ámbito de su competencia adoptar con 

carácter inmediato las medidas que sean necesarias para evitar que la víctima sufra 

alguna lesión o daño. Artículos 1 fracción I, 13 y 14.  
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E. Ley para la Igualdad entre Hombres y Mujeres del Estado de Campeche  

Ley publicada en la Segunda Sección del Periódico Oficial del Estado de 

Campeche, el miércoles 4 de julio de 2007, cuyo objetivo es que el Estado y sus 

municipios emprendan lineamientos y mecanismos que regulen y garanticen la igualdad 

entre el hombre y la mujer promoviendo el empoderamiento de ésta. Artículos 1, 2 y 3. 

 

F. Ley para Prevenir, Combatir y Sancionar toda Forma de Discriminación 

del Estado de Campeche  

Expedida por la LIX legislatura mediante decreto número 69, p.o. 3835, 04 de 

julio de 2007, cuya aplicación corresponde a los entes públicos del Estado y Municipios 

en el ámbito sus respectivas competencias, quienes garantizaran que toda persona 

goce, sin discriminación alguna, de todos los derechos y libertades consagrados en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Constitución Política del 

Estado, las leyes que de ellas emanen y tratados en los que México sea parte. Artículos 

2, 3 y 4. 

 

G. Ley de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar para el Estado 

de Campeche.  

Expedida por decreto número 150, p.o. 2639, el 27 de junio de 2002, LVII 

legislatura, creada con la finalidad de establecer las bases y los procedimientos para la 

prevención y atención de la violencia intrafamiliar en el Estado de Campeche. Artículo 

4. 
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H. Código Penal del Estado de Campeche.  

 

Orden Jurídico que entró en vigor el 4 de septiembre de 2012 y cuyo contenido 

ha sido sujeto a diversas reformas, siendo la última el 13 de julio de 2017.  

En su artículo 224 sanciona como delito la violencia familiar y en su arábigo 225, 

establece que en cualquier momento el Ministerio Público podrá solicitar a la autoridad 

jurisdiccional la aplicación de medidas de protección para la víctima, quien resolverá sin 

dilación. 

 

I. Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado de 

Campeche  

Las diversas autoridades del Estado deberán implementar los cambios y 

modificaciones de disposiciones legales y reglamentarias, así como de prácticas 

administrativas, para otorgar una mejor atención y protección de las personas con 

discapacidad. 

 

J. Ley de Derechos, Cultura y Organización de los Puebles y Comunidades 

Indígenas del Estado de Campeche 

El Estado procurará el bienestar y protección de las mujeres, niñas, niños, 

adolescentes y adultos mayores de las comunidades indígenas, por cuanto que 

constituyen la base de las familias que integran y sustentan los pueblos indígenas de 

Campeche. 



   
 
 
 
 
 

25 
Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso 

para fines distintos a los establecidos en el Programa. 
 

 

K. Acuerdo Número A/007/2018 del Fiscal General del Estado de 

Campeche, por el que se emite el Manual de Operaciones de los Centros 

de Justicia para las Mujeres del Estado de Campeche 

En dicho acuerdo se establece que dentro de las funciones sustantivas de los 

Centros de Justicia está el emitir órdenes de protección emergentes o preventivas a 

favor de las víctimas y su ratificación en los casos en que proceda ante el órgano 

jurisdiccional, así como brindar información y orientar a las mujeres usuarias que viven 

violencia sobre las Órdenes de Protección, el tipo de órdenes que se pueden brindar, el 

procedimiento y alcance de las mismas. 

 

L. Ley para la Protección de Sujetos en Situación de Riesgo en el 

Procedimiento Penal del Estado de Campeche  

Establece a las autoridades competentes, sus facultades y obligaciones, La 

Fiscalía General es el órgano facultado para garantizar la protección de los sujetos en 

situación de riesgo y otorgar, a quienes considere pertinente, las medidas de protección 

necesarias para garantizar su vida, su integridad corporal, su libertad, su propiedad, su 

seguridad jurídica o cualquier otro bien que les sea propio.  También señala derechos y 

deberes del sujeto protegido, así como el procedimiento para la aplicación de las 

medidas de protección. 

Es indispensable que las y los servidores públicos lean el contenido de dicha Ley para 

su correcta aplicación. 
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MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL  

Desde mediados del siglo XX, surgieron las ideas y movimientos de desigualdad 

entre los hombres y las mujeres, debido a que por historia ha existido la dominación 

masculina. Dichos movimientos motivaron que, a inicios de la década de los noventa, 

en México se iniciaran acciones gubernamentales para institucionalizar la violencia de 

género, lo que implicó una transformación semántica y política, empero dicha lucha se 

redujo a breves movimientos feministas, sin que ello alterara el orden de poder 

masculino y heterocentrado.  

Sin embargo, la lucha por acabar con la violencia de género comenzó a tener 

mayor auge con programas académicos, líneas de investigación y estudios de 

posgrado; hasta que, en el año 2011, como parte del desarrollo sociopolítico, se 

implementó en la Carta Magna que las instituciones tienen la obligación de respetar los 

derechos humanos de sus ciudadanos, es decir, actuar con perspectiva de género, a fin 

de erradicar la discriminación contra la mujer.  

Pero ¿Qué es la violencia de género?, de acuerdo con la Organización Mundial 

de la Salud la violencia se define como: ñel uso intencional de la fuerza f²sica, 

amenazas contra uno mismo, otra persona, un grupo o una comunidad que tiene como 

consecuencia o es muy probable que tenga como consecuencia un traumatismo, daños 

psicol·gicos, problemas de desarrollo o la muerte.ò4 

Y género para la biología equivale al sexo masculino y femenino; para la 

sociología el término género es de carácter cultural, se refiere al conjunto de 

características diferenciadas que cada sociedad asigna a hombres y mujeres. A los 

roles socialmente construidos, comportamiento, actividades y atributos que una 

sociedad considera como apropiados para hombre y apropiados para mujeres. 

                                                            
4 4 https://www.uv.mx/psicologia/files/2014/11/Violencia-y-Salud-Mental-OMS.   
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Según la Organización Mundial de la Salud, es un patrón cultural que se aprende 

y se manifiesta en las relaciones humanas.  

Entonces se puede entender a la violencia de género como un fenómeno 

multifactorial que atenta contra la integridad, dignidad y libertad de las mujeres, 

causado por la desigualdad entre los hombres y las mujeres.  

Por otra parte, la LGAMVLV define a la perspectiva de género, como la visión 

científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres, propone eliminar las 

causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de 

las personas basada en el género. Promueve la igualdad entre los géneros, el adelanto 

y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres 

y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para 

acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los ámbitos 

de toma de decisiones. 

En este orden de ideas, el Estado de Campeche no es ajeno a la violencia de 

género, por ello en el año 2012, publicó en el Periódico Oficial del Estado, la vigencia 

del Nuevo Código Penal del Estado de Campeche, el cual sanciona como delito el 

ñFeminicidio5ò y la ñViolencia Familiar.ò  

En este sentido el código punitivo vigente en el Estado, en su artículo 224, define 

la violencia familiar como ñla omisi·n o el acto de poder, recurrente, intencional y c²clico, 

dirigido a dominar, someter, controlar o agredir física, verbal, psicoemocional o 

sexualmente a cualquier miembro de la familia que cohabite el mismo domicilio, 

realizado por quien con él tenga parentesco de consanguinidad o afinidad en línea recta 

ascendente o descendente sin limitación de grado, parentesco de consanguinidad 

colateral hasta el cuarto grado, cónyuge, concubina o concubinario, pareja de hecho, 

por una relaci·n de tutela o curatelaò. 

                                                            
5 El código Penal señala que la pena será conforme a lo dispuesto en la LGAMVLV.   
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Pero dicho significado es limitativo pues únicamente describe una modalidad de 

la violencia de género, ya que la LGAMVLV6 define la violencia contra la mujer como 

ñcualquier acción u omisión, basada en su género que les cause daño o sufrimiento 

psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte, tanto en el ámbito 

privado como en el p¼blicoò. Y la misma Ley describe que existen tipos y modalidades 

de violencia, las cuales se citaron en los subsecuentes párrafos. 

Asimismo, resulta de vital importancia, señalar el concepto de víctima, el cual, de 

acuerdo con la LGAMVLV, se describe como ñla mujer de cualquier edad a quien se le 

inflige cualquier tipo de violenciaò 

Por su parte la LGV, contempla dos tipos de víctima: la víctima directa, que son 

aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, 

físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus 

bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o 

violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 

Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. Y la víctima indirecta, que 

corresponde a los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa 

que tengan una relación inmediata con ella.  

Y finalmente otro de los conceptos a considerar, es el de agresor, mismo que en 

términos de la LGAMVLV, se entiende como a toda aquella persona que inflige 

cualquier tipo de violencia contra las mujeres. 

 

                                                            
6
 Su definición de violencia contra la mujer es armónica con la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Convención de Belém Do Pará).   
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Tipos de violencia  

La violencia de género está presente en cualquier ámbito en que se desenvuelve 

la mujer, siendo la más reconocida la violencia familiar, sin embargo no es la única 

existente en nuestro día a día, pues es muy común encontrar el abuso sexual que 

sufren a muy temprana edad, las agresiones sexuales, el acoso sexual en el trabajo, el 

tráfico de mujeres y la prostitución forzada, el hostigamiento en los espacios públicos, 

hasta grados más graves como la mutilación genital o la pérdida de la vida misma, entre 

muchas otras más. 

Pero para definir de mejor manera los tipos de violencia que se cometen contra 

la mujer, con apego a la LGAMVLV y a la LAMVLVEC, se enuncian los siguientes:  

A. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad 

psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, 

celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, 

comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, 

las cuales conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su 

autoestima e incluso al suicidio.  

B. La violencia física. Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la 

fuerza física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean 

internas, externas, o ambas;  

C. La violencia patrimonial. Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia 

de la víctima. Se manifiesta en: la transformación, sustracción, destrucción, retención o 

distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos 

patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede 

abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima;  
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D. Violencia económica. Es toda acción u omisión del agresor que afecta la 

supervivencia económica de la víctima. Se manifiesta a través de limitaciones 

encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como la 

percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral; 

E. La violencia sexual. Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la 

sexualidad de la víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad 

física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre 

la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto.  

F. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o libertad de las mujeres.  

G. Violencia Política. Es cualquier acto u omisión que limite, niegue, obstaculice, 

lesione, dañe la integridad y libertad de las mujeres a ejercer en plenitud sus derechos 

políticos.  

H. Violencia Obstétrica. Es toda acción u omisión por parte del personal médico y de 

salud, que dañe, lastime, denigre o cause la muerte a la mujer durante el embarazo, 

parto y puerperio; así como la negligencia en su atención médica que se exprese en un 

trato deshumanizado, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos 

naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente 

sobre sus cuerpos (sic) y sexualidad; considerando como tales la omisión de la atención 

oportuna y eficaz de las emergencias obstétricas; practicar el parto por vía de cesárea, 

existiendo condiciones para el parto natural; el uso de métodos anticonceptivos o 

esterilización sin que medie el consentimiento voluntario, expreso e informado de la 

mujer; así como obstaculizar sin causa médica justificada el apego precoz del niño o 

niña con su madre, negándole la posibilidad de cargarlo y amamantarlo inmediatamente 

después de nacer.  
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I Violencia contra los Derechos Reproductivos. Toda acción u omisión que limite o 

vulnere el derecho de las mujeres a decidir libre y voluntariamente sobre su función 

reproductiva, en relación con el número y espaciamiento de los hijos o hijas, acceso a 

métodos anticonceptivos de su elección, acceso a una maternidad elegida y segura, así 

como el acceso a servicios de aborto seguro en el marco previsto por la ley para la 

interrupción legal del embarazo, a servicios de atención prenatal, así como a servicios 

obstétricos de emergencia.  

En general la violencia contra la mujer es toda acción u omisión que, basada en su 

género y derivada del uso y/o abuso del poder, tenga por objeto o resultado un daño o 

sufrimiento físico, psicológico, patrimonial, económico, sexual o la muerte a las mujeres, 

tanto en el ámbito público como privado, que limite su acceso a una vida libre de 

violencia 

 

Modalidades de Violencia 

Las modalidades de violencia son las formas, manifestaciones o los ámbitos de 

ocurrencia en que se presenta la violencia contra la mujer, dentro de las cuales 

podemos encontrar las siguientes: 

A. Violencia en el ámbito familiar. Es el acto abusivo de poder u omisión intencional, 

dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, 

patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del domicilio familiar, 

cuyo agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, 

de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho.  

B. Violencia laboral. Violencia laboral es la negativa ilegal para contratar a la víctima o 

a respetar su permanencia o condiciones generales de trabajo; la descalificación del 

trabajo realizado, las amenazas, la intimidación, las humillaciones, la explotación, el 
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impedimento a las mujeres de llevar a cabo el período de lactancia previsto en la ley y 

todo tipo de discriminación por condición de género.  

C. Violencia docente. Esta modalidad de violencia se constituye como aquellas 

conductas que dañan la autoestima de las alumnas con actos de discriminación por su 

sexo, edad, condición social, académica, limitaciones y/o características físicas, que les 

infligen maestras o maestros  

D. Violencia en la comunidad. son los actos individuales o colectivos que transgreden 

derechos fundamentales de las mujeres y propician su denigración, discriminación, 

marginación o exclusión en el ámbito público.  

E. Violencia institucional. Considerada como los actos u omisiones de las y los 

servidores públicos de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin 

dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las 

mujeres, así como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, 

atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia.  

F. Violencia feminicida. Se describe como la forma extrema de violencia de género 

contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos 

público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden 

conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas 

de muerte violenta de mujeres.  

G. Violencia política contra las mujeres. Que es cualquier acto u omisión que limite, 

niegue, obstaculice, lesione, dañe la integridad y libertad de las mujeres a ejercer en 

plenitud sus derechos políticos en cuestiones como:  

a) Participación igualitaria en materia política.  
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b) Acceso a puestos públicos por elección o designación estatal como municipal, 

en agrupaciones, partidos políticos o función pública.  

c) Acceso a los medios, información, recursos, espacios públicos, necesarios 

para su desarrollo, promoción, capacitación y participación.  

d) El acceso a programas, proyectos, actividades a los que sea sujeto de 

derecho.  

e) Liberad de expresión de sus ideas, filiación o visión política.  

f) Respeto a sus opiniones, imagen, posturas y posicionamientos.  

g) Erradicar el acoso, violencia y agresiones por razones políticas.  

 

  



   
 
 
 
 
 

34 
Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso 

para fines distintos a los establecidos en el Programa. 
 

METODOLOGÍA  

Desde la perspectiva de Carnelutti7, el enfoque metodológico científico llevado al 

campo Jurídico tiene el propósito de examinar las técnicas bajo la premisa del 

razonamiento para así penetrar y comprender el campo del Derecho. 

En este orden de ideas el presente estudio se efectuó de forma analítica, tipo 

cualitativo con perspectiva de género. El manejo de los datos consistió en tres 

momentos; en primera instancia se revisó información bibliográfica, estadística 

consistente en violencia hacia las mujeres, su población e instituciones que les brindan 

atención y vía Internet se recabaron informes descriptivos e informativos respecto a las 

órdenes de protección y violencia contra la mujer.  

En segunda instancia se analizaron los archivos recopilados referentes a los 

Protocolos emitidos por los estados de Puebla, Morelos y Colima, al igual que el 

Protocolo estandarizado para la tramitación, control y seguimiento de órdenes de 

protección de víctimas mujeres, niñas y niños en los Centros de Justicia para las 

Mujeres8, investigaciones, reglamentos y leyes, las cuales permitieron esclarecer las 

formas de atención y procedimiento de actuación de las instituciones que han aplicado 

las órdenes de protección en el Estado de Campeche. Y finalmente se elaboró el 

presente Protocolo, tomando en cuenta la estructura y organización recopilada, bajo 

una propuesta objetiva que permita el alcance efectivo de la justicia para las niñas, 

niños, adolescentes y mujeres que sufren cualquier tipo de violencia en el Estado. 

 

  

                                                            
7 7 Reflexiones sobre la Metodología y la aplicación del Derecho, Jesús Ramón Medina Payán, pp. 178-179. Link: https://archivos 

jurídicos.unam.mx./www./bjv/libros/1/341/13.pdf.   
8 Protocolo estandarizado para la tramitación, control y seguimiento de órdenes de protección de víctimas mujeres, niñas y niños en los Centros 

de Justicia para las Mujeres, Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Centro Nacional de Prevención del Delito y 
Participación Ciudadana.   
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OBJETIVO  

El presente Protocolo, tiene por objetivo establecer los lineamientos para que las 

autoridades jurisdiccionales y ministeriales que atienden a niñas, niños, adolescentes y 

mujeres víctimas de violencia lleven a cabo la emisión de órdenes de protección, con la 

finalidad de prevenir, interrumpir o impedir la consumación de un delito o falta que 

implique violencia contra este grupo; es decir, que la víctima se sienta protegida de las 

amenazas o agresiones físicas ejercidas en su contra, tomando en consideración la 

valoración de riesgo y factores de vulnerabilidad para emitir una o varias medidas de 

protección a favor de la víctima. 

Supervisar el cumplimiento, control y seguimiento de las medidas de protección 

por parte de la Policía adscrita a la Secretaría de Seguridad Pública y FGE, a través de 

herramientas tecnológicas o visitas domiciliarias, con la finalidad de verificar la 

seguridad de la víctima de violencia, así como de las víctimas indirectas y el estado que 

guarda la medida de protección. 
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MEDIDAS U ÓRDENES DE PROTECCIÓN  

Las medidas y/o órdenes de protección no sólo deben de ser dictadas como 

mecanismos para proteger a la mujer no sólo de la violencia familiar, sino de cualquier 

tipo de violencia. Las medidas de protección han demostrado ser uno de los 

mecanismos legales más eficaces en los esfuerzos para proteger a las mujeres de 

cualquier tipo de violencia y en cualquier ámbito. 

Las medidas consisten en la obligación que tienen todas las autoridades de 

aplicar la más amplia protección a la dignidad, libertad, seguridad y demás derechos de 

las víctimas del delito y de violaciones a los derechos humanos, adoptando las medidas 

para garantizar la seguridad, protección, integridad física y psicológica e intimidad de 

las víctimas bajo el principio constitucional de máxima protección a sus derechos 

humanos.  

Por otro lado, La LGAMVLV indica que las órdenes de protección son aquellos 

actos de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima, de carácter 

precautorio y cautelar, mismos que deberán otorgarse por la autoridad competente, 

inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o 

delitos que impliquen violencia contra las mujeres.   

Derivado de lo anterior, las medidas y las órdenes de protección son aquellos 

actos afirmativos dirigidas a establecer una condición de máxima protección a las 

mujeres, es por ellos que dichas medidas deberán ser bajo un enfoque diferencial y 

especializado9 

 

 

                                                            
9 Suprema Corte de Justicia de la Nación (2012), ¿Las órdenes de protección son verdaderas medidas preventivas de 
los feminicidios en México?, p.10 
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PRINCIPIOS RECTORES DE LA ATENCIÓN MULTIDISCIPLINARIA QUE 

DEBEN DE BRINDAR LAS AUTORIDADES  

Para que las medidas y las órdenes de protección sean idóneas y eficaces, las 

autoridades competentes que tienen a su cargo la aplicación y ejecución de las mismas, 

así como quienes las auxilian, deberán regirse y ser ordenadas por los siguientes 

principios:10: 

A.- Debida diligencia: El estado deberá realizar todas las actuaciones necesarias 

dentro de un tiempo razonable para lograr el objeto de esta Ley, en especial la 

prevención, ayuda, atención, asistencia, derecho a la verdad y la justicia a fin de que la 

víctima sea tratada y considerada como sujeto titular de derechos. 

Todas las autoridades deberán remover los obstáculos que impidan el acceso real y 

efectivo de las víctimas a las medidas reguladas por la CPEUM, CNPP, LGAMVLV y a 

los tratado internacionales, realizando primordialmente acciones encaminadas al 

fortalecimiento de sus derechos, contribuyendo a su recuperación como sujetos en 

ejercicio pleno de sus derechos y deberes, así como evaluar permanentemente el 

impacto de las acciones que se implementen a favor de las mujeres víctimas de 

violencia de género.  

B.- Enfoque Diferencial y Especializado: Se reconoce la existencia de grupos de 

población con características particulares o con mayor situación de vulnerabilidad por 

su orientación sexual, etnia o discapacidad. En consecuencia, cuando se habla de la 

importancia de dictar medidas de protección con enfoque se está reconociendo que las 

medidas deberán de ser especializadas que respondan a las particularidades y grado 

de vulnerabilidad que lleguen a presentar las víctimas.  

                                                            
10 Principios básicos tomados del Protocolo para la implementación de la orden de protección de las víctimas de violencia 

doméstica, España, 2003, Protocolo de órdenes de protección de los estados de Colima y Puebla.   
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C.- Enfoque Intercultural: Se reconoce la convivencia y la existencia de personas de 

diferentes culturas y lenguas a través de una mirada centrada en la persona como 

titular de derechos. La interculturalidad no sólo se refiere a la interacción entre personas 

y grupos como identidades culturales específicas, sino reconocer las situaciones en las 

que se presentan diferencias, como las distintas concepciones de cultura, los 

obstáculos comunicativos, jerarquías sociales o diferencias económicas. 

De modo que el servidor público, deberá actuar con perspectiva de género con mirada 

intercultural, a fin de reconocer la igualdad entre personas, sus derechos y no 

discriminación.  

D.- Igualdad y no discriminación: Las autoridades se conducirán sin distinción, 

exclusión o restricción, ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos, 

sociales, nacionales, lengua, religión, opiniones políticas, ideológicas o de cualquier 

otro tipo como la edad, preferencia u orientación sexual, estado civil, condición de salud 

y económica. En consecuencia, se dice que las autoridades se conducirán sin distinción 

para evitar o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de 

oportunidades de las mujeres. Toda garantía o mecanismo especial deberá fundarse en 

razones de enfoque diferencial y especializado.  

E.- Integridad, Indivisibilidad e interdependencia: Este conjunto de principios 

constitucionales indica que todos los derechos contemplados en la carta magna, así 

como en los tratados internacionales ratificados por México, se encuentran 

interrelacionados entre sí, por ende, no se puede garantizar el goce y ejercicio de los 

mismos son que a la vez se garantice el resto de los derechos. Es importante 

mencionar que la violación de un derecho pondrá en riesgo el ejercicio de otros.  
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F.- Interés Superior de la Niñez: Entendido como la obligación del estado, y por ende 

de cualquier persona servidora pública, de proteger y velar los derechos de la niñez y la 

adolescencia, atendiendo a su protección integral y se desarrolló armónico. En 

consecuencia, para la implementación de medidas de protección de niñas y 

adolescentes, es de suma importancia que las atenciones y dichas medidas sean 

acorde a su desarrollo cognoscitivo y necesidades particulares.  

El ejercicio de los derechos de los adultos no podrá condicional el ejercicio de los 

derechos de las niñas y adolescentes víctimas.  

G. Protección de la víctima y de la familia. La razón de ser de la orden de protección 

reside en el objetivo fundamental de proteger la integridad de la víctima y de la familia 

frente al agresor. Dicho con otras palabras, el objetivo prioritario de la orden de 

protección es que la víctima y la familia recuperen la sensación de seguridad frente a 

posibles amenazas o represalias posteriores del agresor. Por ese motivo, en los 

supuestos de violencia, el acceso a una orden de protección se constituye en un 

derecho de la víctima.  

H. Principio de aplicación general. La autoridad u órgano jurisdiccional debe poder 

utilizar la orden de protección siempre que la considere necesaria para asegurar la 

protección de la víctima, con independencia de que el supuesto de violencia sea 

constitutivo de delito o de falta.  

I. Principio de urgencia. La orden de protección debe -sin menoscabo de las debidas 

garantías procesales, ni del principio de proporcionalidad- obtenerse y ejecutarse con la 

mayor celeridad posible. Debe, pues, articularse un procedimiento lo suficientemente 

rápido para conseguir la verificación judicial de las circunstancias de hecho y las 

consiguientes de protección de la víctima.  
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J- Principio de accesibilidad. La eficaz regulación de la orden de protección exige la 

articulación de un procedimiento lo suficientemente sencillo como para que sea 

accesible a todas las víctimas de delitos de violencia familiar. Así púes, la solicitud de la 

orden debe adaptarse a criterios de sencillez, de tal modo que la víctima, sus 

representantes, etc., puedan acceder fácilmente a la autoridad u órgano jurisdicción 

para solicitarla. 

K. Principio de integralidad. La concesión de la orden de protección por la autoridad u 

órgano jurisdiccional debe provocar, de una sola vez y de manera automática, la 

obtención de un estatuto integral de protección para la víctima, el cual active una acción 

de tutela que concentre medidas de naturaleza penal, civil y de protección social.  

L. Principio de utilidad procesal. La orden de protección debe facilitar, además, la 

acción de la Policía y el subsiguiente proceso de instrucción penal, especialmente en lo 

referente a la recogida, tratamiento y conservación de pruebas.  

Principios que son enunciativos más no limitativos y deberán interpretarse de manera 

más amplia en favor de las víctimas, lo que permite valorar otros principios que briden 

un mejor acceso a la justicia, como son: 

M. Perspectiva de género. Visualizar las construcciones socioculturales que ocasionan 

la desigualdad entre hombres y mujeres para analizar y dimensionar la problemática  

N. Igualdad. Generar condiciones de igualdad tomando en cuenta que la víctima se 

encuentra en estado de indefensión y vulnerabilidad por los que no son aplicables las 

prácticas de mediación, conciliación, negociación o arbitraje.  

Ñ Oportunidad e Inmediatez. Actuar de manera pronta, oportuna y expedita para 

salvaguardar a la persona en riesgo a través de la orden de protección, así como 

terceros(as) solicitantes o protegidos(as), considerando su estado de riesgo.  
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O Atención personalizada. Identificar el estado de riesgo y emitir la orden de 

protección específica a la situación concreta; derivándola al servicio especializado que 

requiera el caso concreto.  

P. Gratuidad. Otorgar sin costo alguno la orden de protección y los servicios que de 

esta se deriven.  

Q. Información veraz y oportuna. Proporcionar información veraz y precisa del 

procedimiento y alcances de las órdenes protección, así como de todo lo referente al 

proceso de protección a víctimas de violencia.  

R Calidez en el servicio. Brindar un trato amable, cálido y cordial que permita generar 

procesos empáticos con los usuarios y usuarias.  

S. Confidencialidad. Proteger y salvaguardar la información que proporcionan las 

personas receptoras de violencia, así como el expediente que de esta se derive.  

T. Legalidad. Apegarse de manera estricta y dando cumplimiento al marco normativo 

vigente.  

U.- Profesionalismo en el servicio. Ofrecer servicios profesionales y de calidad a las 

usuarias y usuarios, contar con personal capacitado y especializado.  

Es importante mencionar que toda autoridad involucrada en la atención, 

investigación y en su caso sanción no deben agravar el sufrimiento de la víctima ni 

tratarla en ningún caso como responsable de la agresión. La estigmatización, el 

perjuicio y las consideraciones de tipo subjetivo deberán evitarse en todo momento de 

atención. 
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LOS TIPOS DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN ANTE EL AGENTE DEL 

MINISTERIO PÚBLICO. Y ÓRGANOS JURISDICCIONALES 

Con la entrada en vigor del sistema penal acusatorio y el Código Nacional de 

Procedimientos Penales, se homologó en todo el país el actuar de las autoridades en 

materia penal, por ello el Código  Adjetivo menciona un capítulo de medidas de 

protección que el Agente del Ministerio público, bajo su más estricta responsabilidad, 

ordenará fundada y motivadamente la aplicación de las medidas de protección idóneas 

cuando estime que el imputado representa un riesgo inminente en contra de la 

seguridad de la víctima.  

Las medidas de protección que establece el artículo 137 del Código en comento son: 

I. Prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido. 

II. Limitación para asistir o acercarse al domicilio de la víctima o al lugar donde se 

encuentre. 

III. Separación inmediata del domicilio 

IV. La entrega inmediata de objetos de uso personal y documentos de identidad de 

la víctima que tuviera en su posesión la persona agresora. 

V. Vigilancia en el domicilio de la víctima. 

VI. Protección policial de la víctima 

VII. Auxilio inmediato por integrantes de instituciones policiales, al domicilio en donde 

se localice o se encuentre la víctima en el momento de solicitarlo. 

VIII. Traslado de la víctima a refugios o albergues temporales, así como de sus hijas 

y/o hijos. 

IX. El reingreso de la víctima a su domicilio, una vez que se salvaguarde su 

seguridad.  
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El Código en comento señala que dentro de los cinco días siguientes a la imposición 

de las medidas de protección de las fracciones I, II y III deberá solicitar una audiencia 

ante el juez de control, quien podrá cancelarlas, o bien, ratificarlas o modificarlas 

mediante la imposición de las medidas cautelares correspondientes. 

Es importante mencionar que, en caso de incumplimiento de las medidas de 

protección, el Ministerio Público podrá imponer medidas de paremia a las autoridades 

encargadas de ejecutar las medias, por ejemplo, como la vigilancia por parte de policía. 

En la aplicación de las medidas del artículo 137, tratándose de delitos por razón de 

género, se aplicarán de manera supletorias las medidas de protección (órdenes) de la 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia.  

Las Medidas de Protección establecidas en el CNPP tendrán una duración máxima de 

60 días naturales, prorrogables hasta por treinta días. 

LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN DE LA LEY GENERAL DE ACCESO 

DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA.  

El artículo 32 de la LAMVLV del Estado de Campeche no se especifican los tipos 

de orden de protección que existen; sin embargo, la LGAMVLV en el artículo 28 

consagra que las órdenes de protección podrán ser: 

Órdenes de protección Autoridad competente 

De emergencia Juez Penal 

Preventivas Juez Penal 

De naturaleza Civil/Familiar Juez Civil/Familiar 

a. Órdenes de protección  
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A. Son órdenes de protección de emergencia:  

Las que se emiten en circunstancias tales en que existe un riesgo inminente de que 

una mujer, niña o niño pueda sufrir un acto violento que daño alguno o algunos de sus 

derechos a la integridad personal, la seguridad y la vida. 

Las órdenes de protección de emergencia y preventivas tendrán una temporalidad 

no mayor a 72 horas y deberán expedirse dentro de las 24 horas siguientes al 

conocimiento de los hechos que las generan. Las mujeres mayores de 12 años de edad 

podrán solicitar a las autoridades competentes que los representan en sus solicitudes y 

acciones, a efecto de que se puedan dar de manera oficiosa dar el otorgamiento de las 

órdenes; para el caso de los menores de 12 años, sólo podrán solicitar las órdenes a 

través de tutor o aquella autoridad que tenga la guarda y custodia. 11 

 

Las órdenes descritas en este apartado están señaladas en el artículo 29 de la 

LGAMVLV 

B. Son órdenes de protección preventivas:  

Las medidas destinadas a impedir actos que, en un futuro, pudieran generar aún 

más violencia cada vez con mayor gravedad e intensidad. Se trata de actos judiciales 

tendientes a restringir acciones que pudieran, en determinado momento, ir en 

detrimento de la víctima o las víctimas indirectas.12 

Es el artículo 30 de la LGAMVLV que regula estas órdenes de protección, sin 

embargo, una de las medidas que indica que la retención y guarda de armas de fuego 

                                                            
11 Op Cit, p.12. 
12 Centro Nacional de prevención del delitos y participación ciudadana (2012), Protocolo estandarizado para la 
tramitación, cumplimiento, control y seguimiento de Órdenes de Protección de víctimas mujeres, niñas y niños en 
los Centros de Justicia para las Mujeres, Primera Edición, México, p.53 
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del agresor o de alguna institución privada de seguridad, también es aplicable a las 

armas punzocortantes que, independientemente de su uso, haya sido empleada para 

amenazar o lesionar a la víctima.  

Asimismo, al igual que las órdenes de protección de emergencia, las órdenes de 

prevención son de carácter enunciativo y no limitativo. 

 

C. Son órdenes de protección de naturaleza civil 

Las medidas destinadas a impedir que se configure un daño en materia civil y/o 

familiar en contra de la víctima o víctimas indirectas, salvaguardando su patrimonio. 

Es importante advertir que estas órdenes de protección por sí mismas no son 

autónomas sino complementarias a las demás órdenes ( emergencia y preventivas), 

ya que, durante el tiempo que dura la restricción o la prohibición para la persona 

agresora de acercarse o intimidad a la víctimas ordenada por un juez/a penal con 

esta medida de protección, es con la finalidad de garantizar que esa prohibición no 

se interprete como una autorización para desatender las obligaciones familiares o 

dañar el patrimonio familiar.  

El artículo 32 de la LGAMVLV menciona este tipo de órdenes de protección. *de 

naturaleza civil) 

Para el caso de niñas, niños y adolescentes, tanto la legislación estatal como federal 

existen medidas urgentes de protección especiales a su favor, éstas consisten en 

que las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias cuando exista un 

riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de las niñas, niños y adolescentes, 

debiendo observar en todo momento el principio del interés superior de la niñez.  
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Dichos ordenamientos jurídicos disponen que sean medidas urgentes de protección 

especial en relación con niñas, niños y adolescentes, además de las establecidas en el 

CNPP, las siguientes: 

a) El ingreso de una niña, niño o adolescente a un centro de asistencia social; y  

b) La atención médica inmediata por parte de alguna institución del Sistema 

Nacional de Salud.  

En tal virtud, en el caso que involucren niñas, niños y adolescentes, se deberá tomar 

atención especial a los menores de edad con apego a la normatividad vigente, 

favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia, a fin de resguardar su integridad 

personal.  

 

CARACTERÍSTICAS DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 

ü La LGAMVLV, establece que las órdenes de protección de emergencia y 

preventivas tendrán una temporalidad no mayor de 72 horas y deberán expedirse 

dentro de las 8 horas siguientes al conocimiento de los hechos que las generan.  

ü La tramitación y otorgamiento de una Orden de protección puede ser en uno o 

varios sentidos, siempre atendiendo al principio de integralidad, no se necesita 

una orden de protección para cada acción, una sola orden de protección debe 

concentrar el número de acciones necesarias para garantizar la seguridad y 

bienestar de la víctima y las víctimas indirectas. 

ü Se podrá expedir nuevas órdenes si continúa el riesgo que ponga en peligro la 

seguridad de la víctima, tratándose de órdenes de protección preventivas y de 

emergencia. 
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ü Toda orden de protección que se emita deberá contener en un documento 

separado el día y la hora que se solicita, y los datos generales de las víctimas, es 

importante recalcar que las autoridades que elaboren y tengan conocimiento de 

estas protecciones deben de salvaguardad su identidad bajo sus iniciales o alias, 

en caso de un riesgo mayor. 

 

 

FASES DE LA SOLICITUD DE MEDIDAS Y ORDENES DE PROTECCIÓN  

La LAMVLVEC en su artículo 32 prevé que las órdenes de protección deberán 

otorgarse por la autoridad competente inmediatamente que conozcan de los hechos 

que impliquen violencia contra las mujeres.  

La orden de protección es un instrumento legal diseñado para proteger a niñas, 

niños, adolescentes y mujeres víctimas de violencia, ante la existencia de un riesgo 

inminente que pone en peligro la vida, la integridad personal, la seguridad y la libertad. 

Son acciones de protección de derechos humanos. 
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FORMAS DE SOLICITAR LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y ANTE 

QUIEN SE SOLICITAN 

 

b. Solicitud de medidas de protección  
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Entendiéndose con ello la Procuraduría de Protección de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, Ministerios Públicos, Policías Ministeriales y de Seguridad 

Pública adscritos a los destacamentos y cabeceras municipales tienen la obligación de 

salvaguardar la integridad física y psicológica de las víctimas de violencia. 

Las medidas y las órdenes de protección podrán ser concedida de oficio por la 

Autoridad Jurisdiccional o FGE, cuando tenga conocimiento de la noticia criminal, 

tomando en cuenta la gravedad del riesgo y la condición especial de vulnerabilidad de 

las víctimas y deberá abstenerse de realizar prácticas de mediación, conciliación, 

negociación y arbitraje. 

Asimismo, se crearon los Centros de Justicia para las Mujeres quienes brindará 

la atención multidisciplinaria ( Jurídica y psicológica) a cualquier mujer, niña o 

adolescente víctima de violencia, ellos valorarán el riesgo el que presente la víctima e 

incluso a petición de la misma se canalizará a la Agencia del Ministerio Público para 

que inicie la denuncia correspondiente y las medidas de protección o bien en caso de 

ser órdenes de protección, el Centro brindará acompañamiento y asesoría para que 

sean solicitada ante el órgano jurisdiccional en materia civil o familiar.  

 

ENTREVISTA INICIAL 

Las autoridades encargadas de recabar la entrevista inicial son policía de 

investigación y el Agente del Ministerio Público o bien personal del CJM quienes 

estarán brindando acompañamiento, mismos que deberán asegurarse de la estabilidad 

emocional y física de la víctima antes de cualquier procedimiento.  
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Durante el contacto inicial es recomendable contar con espacios que garanticen 

la confidencialidad y privacidad del usuario permitiendo con ello establecer un clima de 

confianza, asimismo aquellas que autoridades que recaben o estén presentes en la 

entrevista inicial deben de identificarse con las víctimas, se le preguntará si es su deseo 

contar con personal de psicología, para contención emocional, y un asesor jurídico 

gratuito quien podrá ser mujer en caso de que la víctima así lo desea 

Una vez que se presentó el equipo multidisciplinario, el asesor jurídico, el policía 

o el agente del ministerio público, deberá de explicarle sus derechos como víctima, de 

acuerdo con el artículo 20 apartado C de la CPEUM, artículo 109 del CNPP y los 

conferidos en la LGAMVLV, así como en la LGDNNA y los tratados internacionales. 

Es importante que la persona servidora pública pregunte a las víctimas si 

cuentan con redes de apoyo o no, entendiéndose como familiares o personas cercanas 

a ellas, lo anterior con la finalidad de que se sientan en plena confianza de que puedan 

estar presentes en su entrevista con las autoridades. 

 

ALCANCES DEL ANÁLISIS Y VALORACIÓN DE RIESGO 

La valoración del riesgo, relativo a las órdenes de protección de naturaleza penal 

estará a cargo de la autoridad ministerial o jurisdiccional, quien a través del formato de 

la escala para la medición del riesgo en mujeres víctimas de violencia, medirá el nivel 

de riesgo en que se encuentra, sin perjuicio de las que se adopten posteriormente con 

el resultado de las diligencias de investigación. 

El análisis y la valoración del riesgo es uno de los elementos fundamentales para 

garantizar la seguridad y protección de la víctima y las víctimas indirectas, ya que 

permite articular con mayor eficacia las medidas de protección adecuadas para cada 

caso en particular. Por lo que, a través de la entrevista de la víctima, de los diagnósticos 
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y/o certificado realizadas por las áreas de medicina, piscología y trabajo social servirán 

de base para aplicar una medida de protección idónea. 

Los resultados que demuestren que las víctimas presentan afectaciones 

derivadas de los hechos víctimizantes, deberán ser protegidas ya que son datos 

personales y propiamente de una investigación.   

 

FORMATO ESTANDARIZADO PARA LA SOLICITUD DE MEDIDAS U 

ÓRDENES DE PROTECCIÓN  

Al concluir la entrevista la autoridad administrativa procede a llenar el Formato de 

solicitud de la orden de protección y le asigna un número de registro.  

Como parte de los mecanismos para agilizar el trámite de solicitud de órdenes de 

protección se crea un modelo o Formato con las siguientes características: 

¶ Sencillez. De simple llenado para cualquier persona.  

¶ Fácil accesibilidad. Que pueda obtenerse en un gran número de instituciones u 

organismos, o bien, descargarse de la página web de las autoridades involucradas. I 

¶ Integridad. Que con una sola petición abra la posibilidad de adoptar cualquier 

medida de protección, penal, civil, familiar o asistencia y protección social.  

De igual forma, el formato es registrado en el Banco Estatal de Datos e Información 

sobre casos de violencia contra las mujeres, con la finalidad de monitorear la eficacia 

de las políticas públicas en materia de prevención de la violencia. 
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Asimismo, previo a llenado del formato,  

Con la finalidad de brindar una debida diligencia, ágil y eficaz, los datos mínimos que 

debe de contener el formato son: 

a) La autoridad que tiene el primer acercamiento con las víctimas, misma que será 

quien integre el formato. 

b) Datos generales de quien la solicita (salvaguardando la integridad de la (s) 

persona (s) 

c) Valoración del riesgo (sirve para identificar si las víctimas deben de ser 

canalizadas a un refugio y/o albergues especializados en casos de violencia 

contra las mujeres y sus hijos) 

*En caso de menores de edad víctimas, los puntos que se enlistan no podrán 

realizarse sin que esté la autoridad correspondiente que represente y vele por los 

derechos de las niñas, niños y/o adolescentes) 

d) En caso de presentar lesiones y siempre respetando la decisión de la víctima, se 

le hará un examen con el médico legista quien certificará las lesiones que se 

presentan. 

e) En pleno respeto a sus derechos humanos y siempre evitando la revictimización, 

se hará una breve reseña de los hechos constitutivos de violencia. 

f) Una vez conociendo los hechos, la valoración del riesgo, el certificado del 

médico legista (si es el caso), se solicita el tipo de medida o de orden de 

protección más idónea. 
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g) Se considera que los datos de los o del presunto agresor y/o agresora es con la 

finalidad de registrar un antecedente, así como el domicilio donde se le pueda 

notificar la denuncia o en su caso las medidas de restricción. 

h) Firma de la víctima, en caso de que sea menor de edad sin representación, y 

sólo estando un representante del DIF, se pondrá sus iniciales. 

En caso de que la víctima sea una persona indígena, con discapacidad y/o 

extranjera y no comprenda el español, es obligación de la autoridad actuar con 

perspectiva de género e interculturalidad, asignándole un traductor de su lengua al 

español y viceversa, para brindar mayor protección y seguridad a sus derechos 

humanos de la víctima. En el interior del Estado, deberá editarse el Formato en la 

lengua propia de cada comunidad. 

De una manera clara se da a conocer la orden de protección que se ha emitido, así 

como los alcances de la misma, informando los aspectos relacionados a la medida u 

orden de protección, en este momento se construye con la receptora de la orden de 

protección un plan de seguridad personal acorde al caso concreto tendiente a 

salvaguardar su integridad física y emocional.  
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EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS Y ÓRDENES DE PROTECCIÓN  

Una vez que fue atendida la víctima en la entrevista inicial y previa atención de 

urgencia, de ser el caso, así como el bienestar y resguardo de su integridad, la 

autoridad ministerial o jurisdiccional, deberá aplicar los mecanismos e instrumentos 

adecuados para ordenar a autoridades auxiliares la debida implementación de las 

medidas u órdenes de protección.  

Para las medidas de protección relacionadas con vigilancia, ya sea en el 

domicilio de la víctima o para que el agresor evite contacto con la víctima, en la práctica 

se solicita a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado o del Municipio que policías 

preventivos colaboren en la implementación de las medidas, deberán salvaguardar la 

integridad física de la persona, así como brindar seguridad, tanto física como 

psicológica, de ser el caso. Es de suma importancia que la protección sea bajo los 

principios que se mencionaron al inicio de este protocolo. 

En caso de que la solicitud realizada por la autoridad ministerial o jurisdiccional 

no sea cumplida por policía preventivo, podrán amonestar a la persona servidora 

pública que no cumpla con lo ordenado. 

  

SEGUIMIENTO Y PLAN DE ACCIÓN PERSONAL  

Es obligación del Agente del ministerio Público dar seguimiento al cumplimiento 

de las medidas de protección, así como determinar su periodicidad y su ampliación en 

caso de que la violencia no seda o bien, la víctima continúe sintiéndose en riesgo.  
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Corresponderá a las policías estatales y municipales, darle seguimiento al 

cumplimiento de la orden de protección, considerando la debida comunicación con la 

víctima, verificando su seguridad y el estado que guarda el cumplimiento de la 

protección.  

Posterior a las 72 horas de haberse otorgado la medida u orden de protección, y 

sin rebasar las 96 horas, solicitará nuevo análisis de riesgo para determinar la situación 

de peligro en que se encuentra.  

De resultar que la víctima permanece en situación de peligro, de inmediato se 

hará del conocimiento a la autoridad u órgano jurisdiccional que conoce de la orden de 

protección con el fin de que permanezcan los efectos de la determinación. Se deberá 

implementar un plan de protección personal junto con la víctima, manteniéndose éste 

hasta por un mes, pudiéndose prolongar el tiempo que se necesite para recuperar la 

confianza y la seguridad.  

La víctima podrá, a través de su asesor jurídico, solicitar la ampliación y/o 

modificación de las medidas de protección a su favor. 
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DEL SISTEMA DE REGISTRO DE DATOS DE LAS ÓRDENES Y 

MEDIDAS DE PROTECCIÓN  

Para la aplicación y seguimiento de las medias u órdenes de protección, es 

importante la coordinación entre las autoridades involucradas en atención a las niñas, 

niños, adolescentes y mujeres que sufren cualquier tipo de violencia con el registro de 

las órdenes de protección en el Banco Estatal de Datos, a efecto de tener un 

mecanismo que permita obtener datos certeros de las órdenes y medidas de protección 

y de las personas sujetas a ellas; para ello es recomendable que se designe al personal 

especializado que se encargará de ingresar los datos de información a la red.  

Este Sistema estará vinculado al Banavim. 

Tanto las autoridades ministeriales, elementos de la secretaría de seguridad pública 

y autoridades municipales, deberán tener un registro preciso del otorgamiento, 

ejecución y seguimiento de las medidas de protección. Dicho registro deberá tener por 

lo menos los siguientes datos: 

ü Datos de la(s) víctimas y del agresor 

ü Características sociodemográficas 

ü Tipo y modalidad de violencia 

ü Tipo de medida u orden de protección 

ü Información del delito que se trate 

ü Periodicidad 

ü Seguimiento 
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1. CRITERIOS REFERENTES A LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN  

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHO HUMANOS 

CASO  EXTRACTO  

Caso López Soto y otros Vs. 

Venezuela 

220. Por otra parte, la Corte advierte que, en 

materia de violencia contra la mujer, existen 

ciertos obstáculos y restricciones que deben 

enfrentar las mujeres al momento de recurrir ante 

las autoridades estatales, que impiden el ejercicio 

efectivo de su derecho de acceso a la justicia. En 

este sentido, la falta de formación y de 

conocimiento en materia de género por parte de 

los operadores estatales de las instituciones 

relacionadas con la investigación y 

administración de justicia, y la vigencia de 

estereotipos que restan credibilidad a las 

declaraciones de las mujeres víctimas, 

constituyen factores fundamentales que, junto a 

los altos índices de impunidad en casos de esta 

naturaleza, conllevan a que las mujeres decidan 

no denunciar hechos de violencia o no proseguir 

con las causas iniciadas. A estos factores debe 

adicionársele la falta de acceso a un 

asesoramiento letrado de calidad y de servicios 

capaces de brindar asistencia social y de acogida 

a las víctimas, como así también la falta de 

adopción de medidas de protección inmediata 

por parte de los funcionarios estatales que 

intervienen en este tipo de hechos.  

 

222. En función de lo expuesto, ciertos 

instrumentos internacionales resultan útiles para 

precisar y dar contenido a la obligación estatal de 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHO HUMANOS 

CASO  EXTRACTO  

protección a las mujeres víctimas de violencia, de 

modo tal de garantizar el acceso efectivo a los 

servicios tanto de justicia como de salud. Entre 

las medidas apropiadas para tal fin se 

encuentran: i) facilitar entornos seguros y 

accesibles para que las víctimas puedan 

denunciar los hechos de violencia; ii) contar con 

un sistema de medidas de protección inmediatas 

de modo tal de resguardar la integridad de las 

víctimas; iii) brindar acceso a asistencia jurídica 

gratuita a la víctima durante todas las etapas del 

proceso; iv) facilitar atención médica y 

psicológica a la víctima, e v) implementar 

mecanismos de acompañamiento social y 

material (a través de casas de abrigo o centros 

de acogida), a corto y mediano plazo. La fórmula 

utilizada por esta Corte Interamericana para 

determinar el alcance de esas obligaciones, y 

atribuir al Estado responsabilidad por falta en su 

deber de debida diligencia para prevenir y 

proteger a personas o a un grupo de personas 

frente a actos de particulares, fue desarrollada a 

partir del Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. 

Colombia. En dicho caso, afirmó que los 

"deberes de adoptar medidas de prevención y 

protección de los particulares en sus relaciones 

entre sí se encuentran condicionados al 

conocimiento de una situación de riesgo real e 

inmediato para un individuo o grupo de individuos 

determinado y a las posibilidades razonables de 

prevenir o evitar ese riesgo". 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHO HUMANOS 

CASO  EXTRACTO  

Caso Alvarado Espinoza y 

otros Vs. México  

276. Asimismo, la Corte reitera el conocimiento 

concreto sobre la situación de riesgo de los 

familiares, particularmente a partir de la adopción 

de medidas provisionales por parte de esta 

Corte, mediante Resolución de 26 de noviembre 

de 2010 y siguientes ampliaciones, mediante las 

cuales solicitó al Estado adoptar 

las medidas que fueron necesarias para proteger 

la vida e integridad personal de distintos 

familiares beneficiarios. Al respecto, la Corte ha 

sostenido que corresponde a las autoridades 

estatales que toman conocimiento de una 

situación de riesgo especial, identificar o valorar 

si la persona objeto de amenazas y 

hostigamientos requiere de medidas de 

protección o remitir a la autoridad competente 

para hacerlo, así como ofrecer a la persona en 

riesgo información oportuna sobre 

las medidas disponibles. 

Caso Ramírez Escobar y 

otros Vs Guatemala 

163. La familia a la que toda niña y niño tiene 

derecho es, principalmente, a su familia 

biológica, la cual incluye a los familiares más 

cercanos. Esta familia debe brindar 

la protección al niño y, a su vez, debe ser objeto 

primordial de medidas de protección por parte 

del Estado. Esta Corte recuerda que no existe 

una definición única de familia, así que, la misma 

no debe restringirse por la noción tradicional de 

una pareja y sus hijos, pues también pueden ser 

titulares del derecho a la vida familiar otros 

parientes, como los tíos, primos y abuelos, para 
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enumerar sólo algunos miembros posibles de la 

familia extensa, siempre que tengan lazos 

cercanos personales. Las niñas y los niños son 

titulares de los derechos establecidos en la 

Convención Americana, además de contar con 

las medidas especiales de protección 

contempladas en su artículo 19309. Esta 

disposición irradia sus efectos en la 

interpretación de todos los demás derechos 

cuando el caso se refiera a menores de edad, en 

virtud de su condición como tal. El Tribunal 

entiende que la debida protección de los 

derechos de las niñas y niños, en su calidad de 

sujetos de derechos, debe tomar en 

consideración sus características propias y la 

necesidad de propiciar su desarrollo, 

ofreciéndoles las condiciones necesarias para 

que vivan y desarrollen sus aptitudes con pleno 

aprovechamiento de sus potencialidades. Las 

niñas y los niños ejercen por sí mismos sus 

derechos de manera progresiva, a medida que 

desarrollan un mayor nivel de autonomía 

personal. Por tal motivo, la Convención dispone 

que las pertinentes medidas de protección a 

favor de las niñas o los niños sean especiales o 

más específicas que las que se decretan para los 

adultos. Las medidas de protección que deben 

adoptarse en virtud del artículo 19 de la 

Convención deben ser definidas según las 

circunstancias particulares de cada caso 

concreto. 
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Caso Carvajal Carvajal y 

otros Vs. Colombia 

193. Asimismo, este Tribunal ha entendido que, 

conforme al artículo 19 de la Convención 

Americana, el Estado se obliga a promover 

las medidas de protección especial orientadas 

en el principio del interés superior de la niña y del 

niño, asumiendo su posición de garante con 

mayor cuidado y responsabilidad en 

consideración a su condición especial de 

vulnerabilidad. La Corte ha establecido que las 

niñas y los niños tienen derechos especiales a 

los que corresponden deberes específicos por 

parte de la familia, la sociedad y el Estado. 

Además, su condición exige 

una protección especial debida por este último y 

que debe ser entendida como un derecho 

adicional y complementario a los demás 

derechos que la Convención reconoce a toda 

persona. Asimismo, el Estado tiene el deber de 

adoptar todas las medidas positivas para 

asegurar la plena vigencia de los derechos de la 

niña y del niño. 

c. Criterios referentes a las medidas de protección  
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ANEXO I  

I. FORMATO ESTANDARIZADO DE SOLICITUD DE ORDEN DE PROTECCIÓN. 
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